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CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
SECCIÓN SEGUNDA - SUBSECCIÓN “A”

CONSEJERO PONENTE: GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ ARANGUREN
Bogotá D.C., trece (13) de febrero de dos mil catorce (2014).
Radicación No: 05001 23 31 000 2004 01637 01 (0083-13)
Actor: ADRIANA MARÍA BEDOYA SALDARRIAGA
Demandado: Municipio de Girardota (Antioquia)
Apelación Sentencia – Autoridades Municipales
I. ANTECEDENTES

1. LA ACCIÓN

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra la sentencia del 13 de junio de 2012, proferida por la Sala Primera de Descongestión - Subsección Laboral del Tribunal Administrativo de Antioquia, que negó las pretensiones de la demanda instaurada por la señora Adriana María Bedoya Saldarriaga contra el Municipio de Girardota (Antioquia), en procura de obtener su reintegro al cargo de Auxiliar, código 565, grado 03, y el pago de los salarios y prestaciones causados desde la fecha de su retiro.

2. PRETENSIONES
Por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, la señora Adriana María Bedoya Saldarriaga  solicitó la anulación de los siguientes actos: 

· Decreto 108 de 19 de noviembre de 2003, expedido por el Alcalde Municipal de Girardota (Antioquia), “POR EL CUAL SE SUPRIMEN UNOS CARGOS DE CARRERA ADMINISTRATIVA DE LA PLANTA DE PERSONAL DE LA ALCALDÍA MUNICIPAL DE GIRARDOTA”
.

· Resolución 984 de 19 de noviembre de 2003, suscrita por el mismo funcionario, “POR LA CUAL SE NOTIFICA LA SUPRESIÓN DE UN CARGO DE CARRERA ADMINISTRATIVA”
.
· Resolución No. 0234 de 9 de marzo de 2004, expedida por el representante legal de la entidad demandada, “POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE UNA SOLICITUD”
. 
A título de restablecimiento del derecho, pidió ordenar su reintegro al cargo de Auxiliar, código 565, grado 03, o a otro de igual o superior categoría, con funciones y requisitos afines al que venía desempeñando; la declaratoria de no existencia de solución de continuidad en la prestación del servicio y condenar a la entidad demandada al pago de los salarios, primas, bonificaciones, vacaciones y aportes a seguridad social dejados de percibir desde que se produjo su retiro hasta cuando efectivamente sea reintegrada.

Reclamó además la indexación de las sumas adeudadas, el pago de perjuicios morales y materiales y condenar en costas y agencias en derecho a la entidad demandada.

3. FUNDAMENTOS FÁCTICOS
Los hechos que sustentan las anteriores pretensiones se resumen de la siguiente manera:
La señora Adriana María Bedoya Saldarriaga trabajó al servicio del Municipio de Girardota (Antioquia) desde el 18 de abril de 1994, desempeñando el cargo de Auxiliar de Industria y Comercio, adscrito a la Secretaría de Hacienda. 
Fue inscrita en carrera administrativa en el mencionado cargo el 20 de diciembre de 1994, según Resolución 794 expedida por la Comisión Seccional del Servicio Civil.
Posteriormente su cargo cambió de denominación a Auxiliar Administrativo, sin embargo cumplía las mismas funciones.
Por medio del Decreto Municipal 017 de 29 de enero de 2001 fue trasladada a la Secretaría General y de Servicios Administrativos, desempeñando el cargo de Auxiliar Administrativo, pero ejerciendo funciones diversas y con exigencias en conocimiento y experiencia disímiles; lo que a la postre generó problemas en la prestación del servicio. 
Días antes de la terminación de su mandato, el Alcalde de Girardota expidió el Decreto 108 de 19 de noviembre de 2003, suprimiendo unos cargos de carrera administrativa de la planta de personal, entre ellos el empleo de Auxiliar, código 565, grado 03, desempeñado por la actora. 
La anterior decisión le fue notificada a la demandante mediante la Resolución 984 de 19 de noviembre de 2003, frente a la cual interpuso recurso de reposición, por considerar que estaba siendo objeto de una persecución política, pues fue la única auxiliar administrativa trasladada y el único cargo de dicha denominación que se suprimió. El recurso fue resuelto en forma negativa por medio de la Resolución No. 234 de 9 de marzo de 2004.

A través de comunicación de fecha 20 de noviembre de 2003, adicionada el 24 del mismo mes y año, la señora Bedoya Saldarriaga solicitó su reubicación laboral en el cargo creado bajo la denominación de Coordinador, código 501, grado 06, pues su experiencia y perfil eran compatibles con los requisitos exigidos para su desempeño. La administración municipal le contestó negativamente.
En el cargo últimamente mencionado fue designada la señora María Córdoba Córdoba, que no integraba la planta de personal, pues se trataba de una contratista.

En el cargo de Auxiliar Administrativo, código 550, grado 02, fue reincorporado el señor Wbeimar Alonso Villa Cataño, aunque las funciones que éste había desempeñado como demarcador eran muy distintas a las de su nuevo empleo. 
El Decreto No. 108 de 19 de noviembre de 2003 tan solo fue publicado en la Emisora Radio Alternativa entre el 21 y el 30 de noviembre de ese mismo año, y fijado en cartelera el 5 de diciembre siguiente. Lo que evidencia que dicho acto administrativo fue publicado con posterioridad a la notificación a la demandante.

4. NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE VIOLACIÓN
Como normas vulneradas se citaron el preámbulo y los artículos 1, 2, 6, 13, 25, 29 y 53 de la Constitución Política; 1, 2, 30, 31 y 35 de la Ley 443 de 1998, 13 y siguientes del Decreto 1567 de 1998, 104 y siguientes del Decreto 1572 de 1998, 15 del Decreto 2504 de 1998 y 41–18 de la Ley 734 de 2001.

El apoderado de la actora señaló que los actos acusados están afectados de las siguientes causales de nulidad:

4.1.- Violación de normas superiores
Argumentando que en este caso se vulneró el principio de igualdad y el derecho preferencial de la actora a ser reincorporada a la administración municipal, toda vez que se reingresó a personas que no estaban en la planta de personal ni tenían derechos de carrera, o no contaban con la experiencia para el desempeño del cargo en el que fueron nombrados.

Agregó que en este caso se desconoció el artículo 1º de la Ley 443 de 1998, que establece como objeto de la carrera administrativa el de ofrecer la estabilidad en los empleos con base en una eficiente gestión del talento humano; así como el contenido del artículo 2º ibídem, que alude al principio de mérito como rector de toda decisión atinente a los cargos de carrera administrativa.

De igual forma sostuvo que la supresión de los cargos no estuvo precedida de un real y objetivo estudio técnico.

También  dijo que durante más de siete años la demandante ejerció el cargo de Auxiliar Administrativo adscrito a la Secretaría de Hacienda con honestidad y responsabilidad, siendo calificada con excelencia de manera consecutiva.
Finalmente advirtió que el retiro del servicio de la actora es completamente ilegal, toda vez que la decisión contenida en el Decreto 108 de 2003 le fue notificada antes de haberse publicado, lo que vulneró los principios del debido proceso, legalidad y buena fe.

4.2.- Desviación de poder.
Indicó que la finalidad perseguida con la expedición de los actos acusados no fue el mejoramiento del servicio, sino ejercer una persecución política sobre los funcionarios afectos al grupo político contradictor; máxime cuando ya se sabía que tal grupo había ganado las elecciones locales para el año 2004.
Precisó que en el caso de la demandante tal persecución fue ostensible, no solo por la supresión de su cargo, sino por hechos antecedentes como su traslado a un empleo con funciones y requisitos totalmente diferentes. 
4.3.- Falsa motivación.
Manifestó que los actos acusados no presentan ningún tipo de motivación o justificación para suprimir los cargos, ni para negar la solicitud de reubicación formulada por la accionante.
Si el objetivo era mejorar el servicio, no existía razón lógica para prescindir de una funcionaria con experiencia e idoneidad, e ingresar a una persona que no contaba con el perfil para el desempeño del cargo.

5.- OPOSICIÓN DE LA ENTIDAD DEMANDADA
La apoderada del Municipio de Girardota (Antioquia) se opuso a las pretensiones, formulando las siguientes excepciones:
5.1.- “LEGALIDAD DEL ACTO QUE DISPUSO LA SUPRESIÓN”
.

Expuso que por tener una deuda cercana a los nueve mil millones de pesos y un presupuesto anual absolutamente insuficiente, el Municipio de Girardota se vio abocado a dar inicio al programa de ajuste fiscal, en los términos de la Ley 617 de 2000.

Una de las actividades desarrolladas para garantizar la pervivencia de la entidad fue el programa de reforma administrativa, para el cual el Concejo Municipal facultó al Alcalde a través del Acuerdo No. 083 de 2002.

Se contrató a la firma especializada CAPRO LTDA., la cual presentó una propuesta de planta de personal que permitía adecuar al municipio a los nuevos desarrollos legales, generando, entre otros aspectos, la desaparición de numerosos cargos tanto de empleados públicos como de trabajadores oficiales.
Mediante Decreto No. 106 de 2003 se determinó la nueva estructura de la administración municipal, y a través de Decreto No. 107 del mismo año se adoptó la nueva planta de cargos, para posteriormente enterar sobre la decisión de supresión en uno de los actos acusados.
Finalmente dijo que si bien la figura de la supresión de cargos causa un perjuicio a los titulares de los mismos, está avalada constitucional y legalmente.
5.2.- “LA INCORPORACIÓN NO FUE POSIBLE”
Relató que cuando a la señora Bedoya Saldarriaga se le informó acerca de las opciones que le asistían, mediante escritos de 20 y 24 de noviembre de 2003 exigió la reinstalación en el cargo de Coordinadora con funciones de catastro departamental, para el cual no reunía los requisitos, pues no tenía dos años de experiencia relacionada, y no existía similitud en las funciones. 
Posteriormente, mediante escrito de 27 de noviembre siguiente la actora amplió la gama de posibilidades para ser reintegrada en el mismo cargo que tenía o en uno de igual o superior categoría. Sin embargo, el otro cargo de Auxiliar Administrativo ya había sido provisto con el señor Wbeimar Villa, funcionario de carrera administrativa, cuya falta de experiencia no constituyó obstáculo alguno, pues el manual de funciones y requisitos para el mismo no la exigía.
5.3.- “PLUSPETICIÓN”
Indicó que aún en el hipotético caso que la señora Bedoya Saldarriaga pudiere ser ubicada como Coordinadora, su situación laboral tan solo se hubiese prolongado unos pocos meses más, pues mediante Decreto No. 031 de 2004 se introdujeron modificaciones a la planta de cargos de la entidad que generaron la desaparición de aquél y el retiro de su titular.
5.4.- “EL POSIBLE PERJUICIO YA FUE REPARADO” 

Señaló que entre las partes no quedan deudas pendientes, pues los perjuicios sufridos por la demandante con ocasión de la terminación de su relación laboral y la pérdida de su estabilidad, fueron reparados mediante la liquidación y pago de la indemnización correspondiente.
5.5.- “NO SE CONCRETA NI SE PRUEBA EL VICIO DE DESVIACIÓN DE PODER”
Advirtió que en el concepto de violación no se concretó de qué manera se evidenció en el presente asunto la desviación de poder. 
Agregó que el hecho que la funcionaria haya tenido un buen desempeño laboral no es indicativo de nada, pues la causa que originó el retiro no fue su falta de mérito, sino la imposibilidad de la entidad de mantener la planta de cargos. 
5.6.- “LA COMUNICACIÓN DEL ACTO QUE DISPUSO LA SUPRESIÓN ES SUFICIENTE”

Sostuvo que el hecho que la supresión fuere notificada antes de la publicación de los actos administrativos que dispusieron la modificación a la planta de cargos, carece de relevancia y no afecta la validez de los mismos, pues el efecto inter partes ya está garantizado. 
II. LA SENTENCIA APELADA
Mediante sentencia de 13 de junio de 2012 la Sala Primera de Descongestión - Subsección Laboral del Tribunal Administrativo de Antioquia negó las súplicas de la demanda y se abstuvo de condenar en costas a la parte actora, por las siguientes razones:
En primer lugar advirtió que el Decreto 108 de 19 de noviembre de 2003 fue el acto administrativo que modificó la situación jurídica de la demandante, al suprimir el cargo de Auxiliar, código 565, grado 03, y no dejar en la nueva planta ningún empleo con la misma denominación - clasificación, lo que lo hace pasible de control a través de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho.
Respecto de la Resolución No. 984 de 19 de noviembre de 2003 dijo que constituye un simple acto de comunicación, y de la No. 234 de 9 de marzo de 2004 afirmó que se trata de un acto de trámite, razón por la que ninguna de ellas tiene control jurisdiccional.
Para negar las pretensiones de la demandante, expuso los siguientes argumentos:

· No se allegó ninguna prueba idónea que demostrara la vulneración del derecho de preferencia ostentado por la actora.
· El empleo desempeñado por la demandante (Auxiliar, código 565, grado 03) despareció definitivamente de la planta global de cargos del Municipio de Girardota.

· Tampoco se evidenció que el cargo de Coordinadora -pretendido por la demandante- fuera similar al de Auxiliar, código 565, grado 03 -que fue objeto de supresión-, pues no se allegaron los respectivos manuales de funciones y requisitos para realizar el análisis comparativo.
· En el plenario no se demostró que la demandante tuviera mejor derecho que los servidores de carrera que fueron incorporados a cargos similares. 
· No existe prueba de la alegada persecución política de que supuestamente fue objeto la demandante.

· Si bien la actora fue trasladada del cargo de Auxiliar de Industria y Comercio al de Auxiliar de la Secretaría General y de Servicios Administrativos, entre el momento del traslado (29 de enero de 2001) y el de la supresión del cargo últimamente mencionado (19 de noviembre de 2003) no existe la inmediatez suficiente para respaldar la tesis de la persecución política.
· En términos generales, el documento que se allegó como estudio técnico, previo a la reestructuración, cumple con los requisitos establecidos en la ley; además en la demanda no se formuló ningún cargo concreto en contra del mismo, como quiera que no se especificaron sus falencias.
· El derecho a la estabilidad propio de los empleados públicos inscritos en carrera administrativa no es absoluto sino relativo, puesto que en eventos de reestructuración administrativa el interés particular debe ceder frente al interés general.
· El buen desempeño en el cargo tampoco otorga garantía de inamovilidad a los servidores públicos, como quiera que ello constituye su deber legal y constitucional. 
III. RECURSO DE APELACIÓN 
En la oportunidad procesal correspondiente el apoderado de la demandante  interpuso recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia, solicitando su revocatoria bajo los siguientes argumentos:

· Para la fecha del traslado de la actora del cargo de Auxiliar de Industria y Comercio al de Auxiliar Administrativo, el Municipio de Girardota no contaba con una planta globalizada que le permitiera realizar dicho cambio, el que se efectuó en forma inconsulta y arbitraria.
· El cargo para el que la demandante concursó y fue inscrita en carrera administrativa (Auxiliar de Industria y Comercio) finalmente no fue suprimido; no obstante, la administración municipal no le dio la oportunidad de regresar al mismo por traslado o reubicación. Estas circunstancias no fueron consideradas por el a quo.
· La sentencia de primera instancia no se refirió al cuestionamiento relacionado con la notificación y ejecución de los actos acusados en fecha anterior a su debida y legal publicación.

· Pese a que el estudio técnico no cumplió con todos y cada uno de los requisitos exigidos por la ley, en especial en lo que se refiere al estudio de cargas laborales para decidir los perfiles, las funciones y los eventuales cambios o la reestructuración que finalmente se realizó en el municipio, el a quo centró todo su análisis en la existencia material de dicho documento, sin analizar detalladamente el tema.
· Aunque las funciones que realizaba la demandante en el cargo para el cual concursó eran necesarias para el buen funcionamiento del ente territorial enjuiciado, las mismas fueron asignadas a contratistas y, posteriormente, a funcionarios nombrados en provisionalidad, sin que la actora fuera reincorporada.

IV. TRÁMITE EN SEGUNDA INSTANCIA

Mediante providencia de 7 de marzo de 2013 se admitió el recurso de apelación interpuesto por la demandante (fl. 500). Posteriormente, por auto de 25 de abril siguiente se corrió traslado a las partes y al Agente del Ministerio Público para que alegaran de conclusión (fl. 502), etapa procesal en la que la apoderada del Municipio de Girardota solicitó mantener las consideraciones esbozadas en la sentencia de primera instancia y reiteró los argumentos de la contestación.

Por su parte, la Procuradora Tercera Delegada ante el Consejo de Estado rindió su respectivo concepto, solicitando confirmar la decisión de primera instancia, por las siguientes razones:
“- Al expedir el decreto No. 108 del 19 de noviembre de 2003, el Alcalde estaba facultado para suprimir los cargos o empleos de sus dependencias, con base en el numeral 7 del artículo 315 de la Constitución Política, para lo cual no requería publicación adicional alguna, basta con la notificación del efecto particular para la validez de la misma.

-. El cargo que desempeñaba el accionante (sic) – Auxiliar código 565 grado 03, efectivamente fue suprimido, pues en la nueva planta globalizada de la administración central, que contiene el decreto No. 107 del 19 de noviembre de 2003, en armonía con la resolución No. 1096 del 16 de diciembre de 2003, no fue incluido.

(…)

-. En el estudio técnico elaborado por Capro Ltda., es claro que la reestructuración municipal se adelantó como consecuencia de la crisis fiscal que padecía dicha entidad territorial, en armonía con las consideraciones expuestas en el Acuerdo No. 083 del 9 de diciembre de 2002 del Concejo Municipal, no observándose que se hubiesen desbordado las facultades legales al expedir el acto por medio del cual se modificó la planta de personal de la entidad demandada y por consiguiente la supresión de los cargos, en tanto debe primar el interés general sobre el particular, tal como lo ordena la Constitución Nacional y demás normas que regulan las reestructuraciones administrativas, en tanto no lesionen derechos reales y verdaderos como los derivados de la carrera administrativa.
-. No se probó que en la planta de personal se hubieran incorporado al momento de la reestructuración, personas con menor derecho al que tenía la accionante como empleada de carrera en el cargo que según ella podía ser reincorporada, pues para tal cargo no cumplía los requisitos y para los otros de AUXILIAR y AUXILIAR ADMINISTRATIVO no se allegaron los nombres de las personas que fueron efectivamente incorporadas en la nueva planta global de la administración central, para saber su forma de vinculación y si éstos ostentaban derechos de carrera. Tampoco se allegó copia del manual de funciones que tiene relación directa con el estudio técnico, de tal forma que no es posible establecer si efectivamente las funciones persisten en la misma forma como estaban en la anterior planta de personal y sobre cuál empleo recaen, a efectos de estudio (sic) de la incorporación automática.
-. De lo anteriormente expuesto no se concluye la falsa motivación que alega la demandante, por cuanto el motivo que tuvo la administración, fue el interés general y el mejoramiento del servicio, lo que de forma alguna fue desvirtuado por la parte actora.
Igualmente, de las pruebas allegadas, no se deduce la desviación de poder que también se alega, pues no aparecen los motivos ocultos u oscuros de la administración para prescindir de los servicios de la demandante, pues el proceso de reestructuración administrativa que terminó con la supresión entre otros del cargo que ocupaba la demandante estuvo precedido del correspondiente diagnóstico y estudio técnico debidamente motivado y fundamentado, además de no haberse probado que las funciones que desempeñaba la demandante subsistieron en la planta de personal, ni que el cargo o los cargos en que se le hubiera podido incorporar estuvieran ocupados por personas con inferiores derechos a ella.
Así las cosas, en este caso en particular hubo supresión efectiva del empleo ocupado por la demandante y como no existió un cargo equivalente que se encontrara vacante y para el cual acreditara cumplir los requisitos, no podía ser incorporada en otro cargo similar o equivalente, además de no haberse probado la infracción a norma superior, falsa motivación o desviación de poder alegadas, razón por la cual se considera que fue acertada la decisión del a-quo al denegar las pretensiones de la demanda”.
Para resolver, se    

V. CONSIDERA
1.- Cuestión previa 
Previo a resolver el problema jurídico en este asunto, la Sala ha de precisar cuáles fueron los actos que afectaron los derechos de la demandante, implicando su retiro del servicio.

Como ya se advirtió, en la demanda se solicitó la declaratoria de nulidad de los siguientes actos:

· Decreto 108 de 19 de noviembre de 2003, expedido por el Alcalde Municipal de Girardota (Antioquia), “POR EL CUAL SE SUPRIMEN UNOS CARGOS DE CARRERA ADMINISTRATIVA DE LA PLANTA DE PERSONAL DE LA ALCALDÍA MUNICIPAL DE GIRARDOTA”
.

· Resolución 984 de 19 de noviembre de 2003, suscrita por el mismo funcionario, “POR LA CUAL SE NOTIFICA LA SUPRESIÓN DE UN CARGO DE CARRERA ADMINISTRATIVA”
.

· Resolución No. 0234 de 9 de marzo de 2004, expedida por el representante legal de la entidad demandada, “POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE UNA SOLICITUD”
. 

Mediante el Decreto No. 108 de 19 de noviembre de 2003 se suprimió a partir del 20 de noviembre de ese mismo año un cargo de Auxiliar, código 565, grado 03.
La Resolución No. 984 de 19 de noviembre de 2003 le notificó a la señora Bedoya Saldarriaga la supresión de su cargo y la posibilidad de optar por ser incorporada a un empleo equivalente o por recibir indemnización.

Aunque en el estudio técnico elaborado por la firma CAPRO LTDA. se hizo una descripción de la planta de empleos existente antes del proceso de reestructuración
, en dicho documento no se especificó la nomenclatura de los cargos, por lo que es difícil determinar cuántos Auxiliares, código 565, grado 03, existían en el Municipio de Girardota.
Sin embargo, en el documento denominado “PROPUESTA REORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA”, que también hace parte del estudio técnico, se efectuó un análisis de la planta de cargos y de las modificaciones propuestas en la Secretaría General y de Servicios Administrativos. En relación con la supresión del cargo de Auxiliar Administrativo, se dijo lo siguiente:

“Auxiliar Administrativo (1): Habían (sic) dos, pero con la provisión del cargo de Profesional Universitario y la creación de un cargo de técnico, en la dependencia se disminuyen las labores de apoyo y solo se requiere de tres auxiliares de los cuales solo se contará con uno de apoyo”
.
A partir de lo anterior se evidencia que en este caso estamos frente a una hipótesis de supresión parcial de una misma clase de empleo, porque según se consignó en el estudio técnico, para el momento de la reestructuración había dos cargos de Auxiliar Administrativo.
En tales condiciones resulta claro que la citada Resolución 984 de 19 de noviembre de 2003 fue el acto administrativo de carácter particular y concreto que modificó la situación jurídica de la actora con la administración municipal  y determinó su retiro del servicio, por lo tanto, tenía que ser demandada en este proceso, como en efecto lo fue.

Vale decir, el acto que definió que era la señora Adriana María Bedoya Saldarriaga la que iba a ser retirada del servicio, y no el otro funcionario que de igual forma desempeñaba el cargo de Auxiliar Administrativo, fue la resolución últimamente mencionada.

Finalmente, la Resolución No. 234 de 9 de marzo de 2004 es el acto a través del cual el Alcalde de Girardota resolvió en forma tácita el recurso de reposición que la demandante presentó contra la número 984 de 19 de noviembre de 2003, negándolo por razones de improcedencia. 

Atendiendo el contenido del inciso 3º del artículo 138 del Código Contencioso Administrativo
, se considera que la Resolución No. 234 de 2004 también debe ser objeto de demanda, en la medida que mantuvo la decisión inicial de retirar del servicio a la demandante y no reincorporarla a la nueva planta de cargos.

Así las cosas, el estudio de legalidad que a continuación efectuará la Sala únicamente se contraerá a las Resoluciones números 984 de 19 de noviembre de 2003 y 0234 de 9 de marzo de 2004, considerando que fue con ellas que se afectó la situación particular de la demandante, al decidir su retiro del servicio y no incorporarla en la nueva planta de personal.

2.- Problema jurídico

La Sala deberá determinar la legalidad de las Resoluciones números 984 de 19 de noviembre de 2003 y 0234 de 9 de marzo de 2004, por medio de las cuales, en su orden, el Alcalde del Municipio de Girardota (Antioquia) decidió retirar del servicio a la demandante por supresión del cargo de Auxiliar, código 565, grado 03, y negar el recurso de reposición por ella presentado, así como la solicitud de incorporación en la nueva planta de personal.
Vale decir, en este caso ha de establecerse si a la demandante le asistía o no el derecho a ser incorporada a la nueva planta de personal de la entidad demandada.

3.- Marco jurídico y jurisprudencial
Para la fecha de expedición de las Resoluciones números 984 de 19 de noviembre de 2003 y 0234 de 9 de marzo de 2004 se hallaba vigente la Ley 443 de 1998
, que en su artículo 39 prevé que la supresión de un cargo de carrera administrativa puede ocurrir por diferentes razones, como por ejemplo la fusión o liquidación de una entidad pública; su reestructuración; la modificación de su planta de personal; la reclasificación de los empleos; el traslado de funciones de una entidad a otra; o simplemente por políticas de modernización del Estado con el fin de hacer más eficaz la prestación del servicio público; lo que trae consigo las consecuencias jurídicas que de ello se derivan, como son la opción de ser incorporado a un empleo equivalente o ser indemnizado en los términos y condiciones que establezca el Gobierno Nacional.
 
De acuerdo a lo anterior, la supresión de empleos constituye una causal legal de retiro del servicio de los empleados del sector público, que encuentra justificación en la necesidad de adecuar las plantas de personal de las distintas entidades públicas a los requerimientos del servicio, para hacer más ágil, eficaz y eficiente su función.

A partir de la regulación contenida en el artículo 39 de la Ley 443 de 1998, la Sección Segunda de esta Corporación, con ponencia de quien ahora elabora esta providencia, ha señalado que la supresión de empleos de carrera administrativa puede dar lugar a dos tipos de incorporación, que responden a objetivos distintos, ocurren en momentos diferentes y se rigen por normas propias. Veamos:

“Haciendo una lectura detallada de la citada Ley 443, existen dos tipos de incorporación, a pesar de tener igual denominación en la misma ley, pero que claramente responden a dos objetivos distintos, ocurren en dos momentos diferentes y cada una se rige por normas propias.

Una de ellas es la incorporación directa que por lo general se concibe y se hace, después de proferidos tres actos: Un acto de contenido general y abstracto que modifica la estructura del ente, otro por el cual se suprime una planta de personal y se expide la nueva, y uno final de contenido particular y concreto que es el que en definitiva señala qué empleos son efectivamente suprimidos, identificando las personas que por tal razón deben retirarse y las personas que continuarán en los cargos subsistentes.

Según el  parágrafo 1 del artículo 39 de la ley 443 de 1998, hay una primera incorporación para los servidores a quienes no se les ha suprimido el empleo y por ello la vinculación procede en el mismo empleo o a quienes los titulares de los empleos (sic) que sin cambiar de funciones quedan en la nueva planta variando solamente su denominación y grado de remuneración, pues  la ley presume de derecho que el cargo no ha sido suprimido. En estos casos tales cargos no pueden tener requisitos superiores a los exigidos en el anterior y los empleados deben ser incorporados sin acreditar requisitos diferentes.

En esta incorporación el empleado no hace uso de la opción de solicitar la incorporación en cargo equivalente; sino que la incorporación es oficiosa y el  derecho a continuar en planta deviene únicamente de que el cargo no haya sido suprimido ni expresa ni simuladamente. Igualmente ocurre cuando existe una supresión parcial o una reducción de una misma clase de empleo, y en este caso la administración deberá escoger quien debe continuar debido a la imposibilidad material de incorporar a todos. 

Hasta esta etapa, la decisión de la administración es discrecional, pero, como ya ha dicho tantas esta Corporación (sic), siempre enmarcada en la finalidad del buen servicio que debe guiar todas las actuaciones administrativas.

La otra incorporación que se tiene que distinguir de la anterior, es la que podemos llamar incorporación solicitada y que se conoce a veces con el nombre de reincorporación, regulada por los incisos uno y dos del citado artículo 39 de la ley 443 de 1998, y ocurre una vez expedido el acto de contenido particular y concreto, del cual se deduce la supresión de los cargos de los que no fueron incorporados, quedando personas de carrera administrativa cuyos cargos resultaron suprimidos retiradas del servicio, pero conservando sus derechos de carrera, que se traducen en el derecho de optar por ser indemnizados, o ser incorporados a empleos equivalentes que estén vacantes o que se creen en las plantas de personal. 

Esta incorporación, como ya se insinuó, se expide a solicitud del interesado, con posterioridad a la supresión de los cargos y retiro de los empleados y procede siempre que se acrediten los requisitos mínimos para el desempeño del respectivo empleo; y en consecuencia esta decisión se considera reglada.

De manera que las diferencias entre estos dos actos administrativos que surgen de la ley, se pueden concretar así:

PRIMERA INCORPORACIÓN 
 SEGUNDA INCORPORACIÓN

	· Tiene por objeto definir en concreto qué empleos han sido suprimidos 

· Es oficiosa y hace parte del proceso de  reestructuración de la planta.

· La decisión es discrecional, salvo en los casos en que no hay supresión efectiva del empleo.

· Se hace en el mismo cargo que el empleado venía desempeñando o en cargo diferente pero siempre que habiendo cambiado de denominación o grado tenga las mismas funciones

· Tienen derecho  los titulares de los cargos no suprimidos, (incluidos los titulares de cargos distintos pero que conservan las mismas funciones).
	· Tiene por objeto reconocer un derecho que la ley otorga a los empleados de carrera retirados por supresión del empleo, que opten por reingresar a la administración en otro cargo.

· Se efectúa a solicitud del interesado y  es posterior al retiro por supresión del empleo.

· La decisión es reglada.

· Se ordena a cargos equivalentes vacantes o creados en la nueva planta o en otras plantas de la administración pública.

· Tienen derecho todos los empleados  escalafonados en carrera administrativa que sean retirados”
. 




A partir del anterior referente normativo y jurisprudencial, la Sala abordará el estudio del caso concreto.

4.- Análisis probatorio y solución del caso

Con las pruebas aportadas al expediente se demostraron los siguientes hechos:

a-. Mediante Decreto 021 de 8 de abril de 1994 la señora Adriana María Bedoya Saldarriaga fue nombrada en periodo de prueba para desempeñar el cargo de Auxiliar de Industria y Comercio e Ingresos Varios, adscrito a la Secretaría de Hacienda del Municipio de Girardota, tomando posesión el 18 de abril siguiente
.

b-. Por medio de la Resolución No. 794 de 20 de diciembre de 1994 la demandante fue inscrita en el registro público de empleados de carrera administrativa, en el cargo de Auxiliar de Industria y Comercio del Municipio de Girardota
.

c-. A través del Decreto No. 017 de 29 de enero de 2001 la actora fue trasladada al cargo de Auxiliar de la Secretaría General y de Servicios Administrativos del Municipio de Girardota, con efectos a partir del 2 de febrero de ese mismo año
; contra este acto administrativo la señora Bedoya Saldarriaga instauró una demanda de simple nulidad ante el Tribunal Administrativo de Antioquia
. 
d.- Desde el 1º de marzo de 1999 hasta el 20 de noviembre de 2003 la demandante obtuvo calificaciones de servicios satisfactorias
.
e.- Mediante Acuerdo 083 de 9 de diciembre de 2002 el Concejo Municipal de Girardota facultó al Alcalde para “determinar la estructura de la administración municipal y las funciones de sus dependencias, para modificar, fusionar y suprimir o crear organismos y dependencias, para adoptar la planta de cargos del municipio que sea acorde con sus posibilidades financieras y para modificar los códigos y los grados de la planta de cargos”
.
f.- El Municipio de Girardota contrató a la firma CAPRO Ltda. para la elaboración de un estudio técnico de consultoría, que estuvo compuesto por dos documentos denominados: (i) Diagnóstico organizacional
 y (ii) Propuesta reorganización administrativa
.
Aunque en el primero de los documentos mencionados se describe la planta de empleos del municipio previo a la reestructuración
, en la Secretaría de Hacienda no aparece ningún cargo denominado “Auxiliar de Industria y Comercio” y del listado correspondiente a la Secretaría General y de Servicios Administrativos no se puede inferir cuál era el cargo que la actora desempeñaba.
El segundo documento contiene un listado de los cargos que se propone suprimir, entre ellos, uno de Auxiliar en la Secretaría de Servicios Administrativos
; lo que se justificó en la disminución de las labores de apoyo en esa dependencia con la provisión de un cargo de Profesional Universitario y la creación de uno de técnico
.
g.- Mediante Decreto No. 106 de 19 de noviembre de 2003 el Alcalde de Girardota determinó, modificó y modernizó la estructura administrativa del municipio, conformando una planta de cargos globalizada que permitiera la movilidad de los funcionarios
.
h.- El Decreto No. 107 de 19 de noviembre de 2003 estableció la planta de personal de la Alcaldía Municipal de Girardota, dentro de la cual no existen los cargos denominados “Auxiliar, código 565, grado 03” ni “Auxiliar de Industria y Comercio”
.
i.- A su turno, el Decreto No. 108 de 19 de noviembre de 2003 suprimió a partir del día 20 del mismo mes y año los cargos que recomendó el estudio técnico, entre ellos el de Auxiliar, código 565, grado 03, que desempeñaba la señora Bedoya Saldarriaga
.

j.- Los Decretos números 106, 107 y 108 de 19 de noviembre de 2003 fueron publicados a través de la Emisora Radio Alternativa durante los días 21 a 30 de noviembre de ese mismo año
 y en la cartelera del municipio el 5 de diciembre siguiente
.
k.- Por medio de la Resolución No. 984 de 19 de noviembre de 2003 se le notificó a la actora la supresión del cargo de Auxiliar, código 565, grado 03, y se le informó sobre la posibilidad de optar por ser incorporada a un empleo equivalente o por recibir indemnización
.
l.- Contra este acto la demandante interpuso recurso de reposición
, que fue resuelto en forma tácita y negativa por el Alcalde de Girardota mediante Resolución No. 0234 de 9 de marzo de 2004
.

m.- El 20 de noviembre de 2003 la señora Bedoya Saldarriaga solicitó ser reubicada en el cargo de Coordinador, código 501, grado 06
. El día 27 del mismo mes y año pidió que se le reubicara en el mismo cargo por ella desempeñado, en uno de igual o superior categoría o en el de Auxiliar de Industria y Comercio de la Secretaría de Hacienda, para el que concursó y fue inscrita en carrera administrativa
.
n.- A través de la Resolución No. 1096 de 16 de diciembre de 2003 se efectuó la distribución de los cargos de la planta global de la Alcaldía de Girardota
. Los de denominación Auxiliar y Auxiliar Administrativo fueron distribuidos de la siguiente manera:
	No. de cargos
	Dependencia
	Denominación del Empleo
	Código
	Grado
	Carácter del Empleo

	2
	Secretaría de Gobierno
	Auxiliar Administrativo
	550
	02
	Carrera administrativa

	1
	Secretaría de Gobierno
	Auxiliar
	565
	02
	Carrera administrativa

	1
	Secretaría de Educación y Cultura
	Auxiliar
	565
	06
	Carrera administrativa

	1
	Secretaría de Hacienda
	Auxiliar
	565
	04
	Carrera administrativa

	1
	Secretaría de Hacienda
	Auxiliar Administrativo
	550
	04
	Carrera administrativa

	1
	Secretaría de Hacienda
	Auxiliar
	565
	05
	Carrera administrativa

	1
	Despacho del Alcalde
	Auxiliar Administrativo
	550
	03
	Carrera administrativa

	1
	Dirección de Transporte y Tránsito
	Auxiliar Administrativo
	550
	03
	Carrera administrativa

	2
	Secretaría de Planeación, Obras Públicas y Desarrollo Municipal
	Auxiliar Administrativo
	550
	03
	Carrera administrativa

	2
	Secretaría de Gobierno
	Auxiliar Administrativo
	550
	03
	Carrera administrativa

	2
	Secretaría General y de Servicios Administrativos
	Auxiliar Administrativo
	550
	03
	Carrera administrativa

	1
	Secretaría General y de Servicios Administrativos
	Auxiliar Administrativo
	550
	01
	Carrera administrativa

	4
	Secretaría de Hacienda
	Auxiliar Administrativo
	550
	03
	Carrera administrativa

	3
	Secretaría de Educación y Cultura
	Auxiliar Administrativo
	550
	03
	Carrera administrativa


o.- En el cargo de Coordinador, código 501, grado 06, fue nombrada en provisionalidad Claudia María Córdoba Córdoba, mediante Resolución No. 1094 de 16 de diciembre de 2003
, tomando posesión en la misma fecha
.
p.- En el cargo de Auxiliar Administrativo, código 550, grado 02, fue incorporado Wbeimar Alonso Villa Cataño mediante Resolución No. 1097 de 16 de diciembre de 2003
, quien tomó posesión en la misma fecha
 y a quien se le había suprimido el cargo de Inspector (demarcador), código 515, grado 02
, que venía desempeñando en propiedad desde el día 18 de abril de 1994
.
q.- Mediante Resolución No. 0471 de 21 de mayo de 2004 se ordenó reconocer y pagar a la señora Adriana María Bedoya Saldarriaga la suma de $6.992.069 por concepto de indemnización
.
4.1.- Como puede observarse, en este caso se plantea una hipótesis de supresión parcial o reducción de una misma clase de empleo, el de Auxiliar, código 565, grado 03, de la Secretaría General y de Servicios Administrativos del Municipio de Girardota; entidad en la que al parecer existían 2 cargos con dicha denominación y grado, pero en virtud de la modificación dispuesta mediante el  Decreto No. 108 de 19 de noviembre de 2003 se suprimió uno y tan solo se mantuvo uno de apoyo
.
Así las cosas, el cuestionamiento que surge es si la actora tenía o no derecho a ser incorporada de manera directa a la planta de personal  establecida mediante Decreto No. 107 de 19 de noviembre de 2003 y según el estudio efectuado por la Sala la respuesta es negativa, por las siguientes razones:

El cargo de Auxiliar, código 565, grado 03, que la señora Adriana María Bedoya Saldarriaga desempeñaba en la Secretaría General y de Servicios Administrativos del Municipio de Girardota, efectivamente fue suprimido; pues no aparece en el listado de empleos que integran la planta de personal establecida mediante Decreto No. 107 de 19 de noviembre de 2003
. Por tal razón era materialmente imposible que la actora fuera reintegrada a un cargo inexistente.
Igual situación ocurre con el cargo de Auxiliar de Industria y Comercio e Ingresos Varios adscrito a la Secretaría de Hacienda, para el que la demandante concursó, fue nombrada e inscrita en carrera administrativa; pues dicho empleo no aparece en la planta existente con anterioridad al proceso de reestructuración
 ni en la que fue establecida a través del Decreto No. 107 de 19 de noviembre de 2003.

Ahora bien, aunque en el cargo de Auxiliar Administrativo, código 550, grado 02, fue incorporado de manera directa Wbeimar Alonso Villa Cataño, a quien se le había suprimido el cargo de Inspector (demarcador), código 515, grado 02, para la Sala es claro que se trataba de un empleado público de carrera administrativa
 y a pesar que la demandante también lo era, ninguna de las pruebas allegadas al proceso demuestra que tuviera mejor derecho para ser incorporada directamente a la nueva planta de personal, como por ejemplo, que su calificación de servicios hubiere sido superior a la de aquél.

En el expediente también se demostró que el 20 de noviembre de 2003 la señora Bedoya Saldarriaga solicitó ser reubicada en el cargo de Coordinador, código 501, grado 06
 y que, no obstante, en dicho empleo fue nombrada en provisionalidad Claudia María Córdoba Córdoba
. 
Sin embargo, para la Sala resulta imposible establecer si la actora tenía o no derecho a ser incorporada de manera directa en el cargo mencionado, toda vez que no existe certeza de la similitud de las funciones, pues al proceso no se allegaron las correspondientes al empleo denominado Auxiliar, código 565, grado 03, que la señora Adriana María Bedoya Saldarriaga desempeñaba en la Secretaría General y de Servicios Administrativos, a efecto de contrastarlas con las del cargo al que aspiraba ser reintegrada.
Tampoco se aportó la hoja de vida de la demandante para verificar si cumplía con los requisitos de estudios y experiencia para el desempeño del cargo de Coordinador, código 501, grado 06
.

En estas condiciones es claro que la demandante no cumplía con los requisitos para ser incorporada de manera directa a la planta de personal  establecida mediante Decreto No. 107 de 19 de noviembre de 2003, por cuanto: (i) el cargo de Auxiliar, código 565, grado 03, por ella desempeñado en la Secretaría General y de Servicios Administrativos fue efectivamente suprimido; (ii) el cargo de Auxiliar de Industria y Comercio e Ingresos Varios adscrito a la Secretaría de Hacienda, para el que concursó, fue nombrada e inscrita en carrera administrativa, no aparece en la planta existente con anterioridad al proceso de reestructuración ni en la que fue establecida a través del acto administrativo mencionado; (iii) no demostró tener mejor derecho que el señor Wbeimar Alonso Villa Cataño para ser incorporada en el cargo de Auxiliar Administrativo, código 550, grado 02; y (iv) no probó que las funciones del cargo de Coordinador, código 501, grado 06, fueran similares a las del empleo que ella desempeñaba (Auxiliar, código 565, grado 03), ni que cumpliera los requisitos de estudios y experiencia para el desempeño de aquél. 

Estas circunstancias impiden desvirtuar la presunción de legalidad que ampara a las Resoluciones números 984 de 19 de noviembre de 2003 y 0234 de 9 de marzo de 2004, por medio de las cuales se retiró del servicio a la demandante por supresión del cargo de Auxiliar, código 565, grado 03, y se negó el recurso de reposición por ella presentado y la solicitud de incorporación en la nueva planta de personal; por lo que la decisión que se impone es confirmar  la sentencia objeto de apelación que negó las súplicas de la demanda.
4.2.- Los argumentos relacionados con la ilegalidad del traslado de la demandante del cargo de Auxiliar de Industria y Comercio e Ingresos Varios al de Auxiliar Administrativo en la Secretaría General y de Servicios Administrativos, no pueden ser abordados en este proceso, por cuanto aquí no se cuestionó el acto administrativo que lo dispuso (Decreto No. 017 de 29 de enero de 2001).
4.3.- La publicación en radio y en cartelera del Decreto No. 108 de 19 de noviembre de 2003 con posterioridad a la notificación a la demandante no tiene relevancia en este asunto, por cuanto, como se explicó en el acápite denominado cuestión previa, dicho acto administrativo de carácter general no fue el que modificó la situación jurídica de la actora con la administración municipal  ni determinó su retiro del servicio, razón por la que el estudio de legalidad efectuado en esta providencia no lo incluyó.
4.4.- Le asiste razón al a quo al señalar que en la demanda no se formuló ningún cargo concreto en contra del estudio técnico, pues, en efecto, la única referencia que el apoderado de la parte actora hizo consistió en que la supresión de los cargos no estuvo precedida de un real y objetivo estudio técnico.
En forma lacónica y tardía en el recurso de apelación señaló que el estudio técnico no cumplió con todos y cada uno de los requisitos exigidos por la ley, en especial en lo que se refiere al estudio de cargas laborales para decidir los perfiles, las funciones y los eventuales cambios o la reestructuración que finalmente se realizó en el municipio.

En relación con el contenido del estudio técnico el artículo 154 del Decreto 1572 de 1998, modificado por el artículo 9º del Decreto 2504 del mismo año, estableció:
ARTICULO 154. <Artículo modificado por el artículo 9º del Decreto 2504 de 1998. El nuevo texto es el siguiente:> Los estudios que soportan las modificaciones de las plantas de personal deberán estar basados en metodologías de diseño organizacional y ocupacional que contemplen, dependiendo de la causa que origine la propuesta, alguno o varios de los siguientes aspectos: 

1. Análisis de los procesos técnico-misionales y de apoyo 

2. Evaluación de la prestación de los servicios 

3. Evaluación de las funciones asignadas, perfiles y las cargas de trabajo de los empleos. 

Como puede observarse, tratándose de la supresión de empleos de carrera administrativa, la norma analizada exige la elaboración previa de un estudio técnico que acredite la necesidad de la administración de reducir los gastos de su planta de personal o de modificar su estructura orgánica. Se trata de un presupuesto que sustenta la reforma a las plantas de personal y compromete la legalidad del proceso de reestructuración administrativa, pues su inobservancia genera la nulidad de los actos que le siguen, en tanto se configura su expedición irregular y el desconocimiento a las normas que regulan la carrera administrativa.

Así, el proceso de reestructuración comporta una actuación administrativa esencialmente reglada, cuya oportunidad y procedimiento están señalados por la ley, por lo que la administración debe actuar dentro de un estricto marco legal, honrando los principios de la función administrativa (artículo 209 de la Constitución Política), sin que a los funcionarios competentes les esté permitido actuar a su libre albedrío.

Contrario a lo afirmado en la demanda, los documentos aportados al expediente evidencian que el Municipio de Girardota contrató a la firma CAPRO Ltda. para la elaboración de un estudio técnico de consultoría, tendiente a reformar la planta de personal de esa entidad territorial.

Tal estudio técnico estuvo integrado por dos documentos denominados: (i) Diagnóstico organizacional
 y (ii) Propuesta reorganización administrativa
.

En el segundo documento se justificó la propuesta de reorganización administrativa del Municipio de Girardota en la necesidad imperativa de dar cumplimiento a los requerimientos de la Ley 617 de 2000 en materia de ajuste fiscal, en virtud de la crisis financiera por la que atravesaba la entidad por el alto peso de la deuda pública y los gastos de funcionamiento, que impedían la inversión y el desarrollo económico y social
.

También se advirtió que el proceso implicaba la supresión de cargos inoperantes, improductivos, que no generaban valor agregado para el municipio, en la medida que no servían a su misión ni al desarrollo de su visión; los que, en todo caso, representaban un porcentaje estadísticamente no significativo. 

De igual manera se efectuó un análisis de la planta de cargos propuesta para  cada una de las áreas de gestión, describiendo su nueva orientación y justificando la supresión o el traslado de los empleos. 

En el numeral 1º del documento denominado “PROPUESTA REORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA” se especificó el número de plazas a reducir y el costo total de la racionalización del gasto público, como consecuencia de la reforma de la planta de personal, así:

“Total Supresiones: 40 Plazas, distribuidas así:
26 Plazas Empleados Públicos = $27.533.217 mensual (Salarios 2003)

14 Plazas Trabajadores Oficiales = $10.146.031 mensual (Salarios 2003)

Costo Anual Empleados por Suprimir $330.398.604

Costo Anual Trabajadores Oficiales Retirados $121.752.372

Total costo por año con prestaciones:

Empleados Públicos, con Factor Prestacional del 60%, es: $528.637.766

Trabajadores Oficiales, con Factor Prestacional del 70%, es: $206.979.032

GRAN TOTAL AHORRO OPERACIONAL AÑO: $735.616.798”
.
En estas condiciones, para la Sala es claro que el estudio técnico elaborado cumplió con las exigencias del artículo 154 del Decreto 1572 de 1998, modificado por el 9º del Decreto 2504 del mismo año.

Finalmente, se advierte que de conformidad con el numeral 9º del artículo 149 del Decreto 1572 de 1998, modificado por el artículo 7º del Decreto 2504 del mismo año, la necesidad de supresión de cargos en orden a la racionalización del gasto público se tiene como fundamento válido para la reestructuración administrativa; razón que fue expuesta como justificativa de la modificación a la planta de personal del Municipio de Girardota (Antioquia).

En mérito de lo expuesto el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección A, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley
VI. FALLA

1.- CONFIRMASE la sentencia del 13 de junio de 2012, proferida por la Sala Primera de Descongestión - Subsección Laboral del Tribunal Administrativo de Antioquia, que negó las súplicas de la demanda instaurada por la señora Adriana María Bedoya Saldarriaga contra el Municipio de Girardota (Antioquia), por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.
2.- Devuélvase el expediente al Tribunal de origen para lo de su competencia.
3.- Reconócese personería a la Abogada Marcela Tamayo Arango, portadora de la tarjeta profesional No. 68.634 del Consejo Superior de la Judicatura, para actuar como apoderada judicial del Municipio de Girardota (Antioquia), en los términos y para los efectos del poder visible a folio 495.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
Esta providencia fue estudiada y aprobada por la Sala en sesión de la fecha.

GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ ARANGUREN                                         ALFONSO VARGAS RINCÓN

LUÍS RAFAEL VERGARA QUINTERO
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� Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo – Sección Segunda – Subsección “A”, C.P. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren, sentencia de 23 de agosto de 2007, expediente No. 2228-04, actor: Mario Alberto Prada Corredor, demandados: Departamento Administrativo Nacional de Planeación y Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios.


� Folio 27.


� Información que se deriva de la comunicación suscrita el 23 de enero de 1995 por el Secretario de la Comisión Seccional del Servicio Civil del Departamento de Antioquia (folio 25).


� Folios 32 – 34.


� Folios 76 – 83.


� Folios 54-56, 62-64, 67-69, 70-72 y 73-75.


� Folios 382 – 395.


� Folios 138 – 252.


� Folios 320 – 381.


� Folios 185-187.


� Folio 327.


� Folio 346.


� Folios 11 – 19 vuelto.


� Folios 22 – 24.


� Folios 3 y vuelto.


� Folio 112.


� Folio 114.


� Folios 4 y 5.


� Folios 8 – 10.


� Folios 6 y 7.


� Folios 28 y 29.


� Folio 31.


� Folios 20 y 21.


� Folio 35.


� Folio 36.


� Folio 42.


� Folio 43.


� Folios 401 y 402.


� Folio 403.


� Folios 419 – 421.


� En el documento denominado “PROPUESTA REORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA”, que hace parte del estudio técnico, se efectuó un análisis de la planta de cargos y de las modificaciones propuestas en la Secretaría General y de Servicios Administrativos. En relación con la supresión del cargo de Auxiliar Administrativo, se dijo lo siguiente:


“Auxiliar Administrativo (1): Habían (sic) dos, pero con la provisión del cargo de Profesional Universitario y la creación de un cargo de técnico, en la dependencia se disminuyen las labores de apoyo y solo se requiere de tres auxiliares de los cuales solo se contará con uno de apoyo” (Folio 346 – Se subraya).





� Ver folios 22 – 24 vuelto.


� Folios 185 – 187.


� Folios 401 – 405.


� Folios 28 y 29.


� Folios 35 y 36.


� Folios 398 – 400.


� Folios 138 – 252.


� Folios 320 – 381.


� Folios 324 – 326.


� Folio 329.





